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Bogotá, D.C.,                                                                                                  

                                                                                                
CONCEPTO SSPD-OJ-2026-228 

Señor 

XXXXXXXXXXXXXXXX 
 
Ref. Solicitud de concepto1 

 

COMPETENCIA  
 

De conformidad con lo establecido en el numeral 2 del artículo 11 del Decreto 1369 de 20202, la 
Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios - 
Superservicios es competente para “…absolver las consultas jurídicas externas relativas al régimen 
de los servicios públicos domiciliarios”. 
 
ALCANCE DEL CONCEPTO 
 
Se precisa que la respuesta contenida en este documento corresponde a una interpretación 
jurídica general de la normativa que conforma el régimen de los servicios públicos domiciliarios, 
razón por la cual los criterios aquí expuestos no son de obligatorio cumplimiento o ejecución, tal 

 
1 Radicado  
TEMA: ACCESO AL SERVICIO Y NEGATIVA DEL CONTRATO EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO 
DE ACUEDUCTO  
Subtemas: Viabilidad y disponibilidad inmediata del servicio, permisos ambientales y municipales, actualización e incremento en la 
tarifa del servicio de acueducto y defraudación de fluidos. 
2 “Por el cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios”. 
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como lo dispone el artículo 28 de la Ley 1437 de 20113, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 
de 20154.  
 
Por otra parte, la Superservicios no puede exigir que los actos o contratos de un prestador de 
servicios públicos domiciliarios se sometan a su aprobación previa, ya que de hacerlo incurriría 
en una extralimitación de funciones, así lo establece el parágrafo 1 del artículo 79 de la Ley 142 
de 1994, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001. 

 
CONSULTA 
 

La consulta elevada contiene una serie de preguntas relativas a la prestación del servicio público 
de acueducto, la viabilidad y disponibilidad inmediata del servicio, los permisos ambientales y 
municipales, así como sobre la actualización e incremento en la tarifa del servicio de acueducto 
y la defraudación de fluidos, por lo que éstas serán transcritas y respondidas en el acápite de 
conclusiones.  

 
NORMATIVA Y DOCTRINA APLICABLE  
 

Ley 142 de 19945 
Decreto Único Reglamentario 1077 de 20156 
Resolución CRA 943 de 20217 
Concepto SSPD OJ-2025-136 
Concepto SSPD OJ-2025-65  
Concepto SSPD OJ-2025-188 
Concepto SSPD-OJ-2024-403  
Concepto SSPD-OJ-2024-404 
Concepto SSPD-OJ-2009-399 
 
CONSIDERACIONES 
 

Previo a resolver las inquietudes planteadas, es preciso indicar que en sede de consulta no es 
procedente para la Superservicios emitir pronunciamientos y/o decidir situaciones de carácter 
particular y concreto, teniendo en cuenta que los conceptos constituyen orientaciones que no 
comprometen la responsabilidad de esta Superintendencia y no tienen carácter obligatorio o 
vinculante, siendo que se emiten conforme con lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley 1437 de 
2011 introducido por sustitución en la Ley 1755 del 30 de junio de 2015.  
 
Además, previa a dar respuesta, es pertinente traer a colación lo señalado por esta Oficina 
Asesora Jurídica en Concepto SSPD-OJ-2021-268 en el cual se refirió a estas asociaciones en 
los siguientes términos:  
 

 
3 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
4 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
5 “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”. 
6 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio”. 
7 “Por la cual se compila la regulación general de los servicios públicos de acueducto, alcantarillado y aseo, y se derogan unas 

disposiciones”. 
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“(…) vale la pena indicar que las asociaciones de usuarios son personas jurídicas 
de derecho privado que están obligadas al cumplimiento de la Ley y la 
Constitución, tal como lo dispone el artículo 95 de la Constitución Política: 

 
 "Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad 
nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. 
Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes (.)" (Negrilla propia).  

 
Este tipo de asociaciones pueden prestar servicios públicos domiciliarios, de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 15 de la Ley 142 de 1994. Ahora, por dedicarse a la prestación de estos 
servicios, están obligadas a cumplir con (i) el régimen aplicable a los mismos y (ii) las 
disposiciones que rigen el tipo asociativo, particularmente los artículos 633 a 652 del Código Civil, 
los artículos 40 a 45 y 143 a 148 del Decreto 2150 de 1995, en relación con la obtención de su 
personalidad jurídica. 
 
Realizada la precisión anterior y con el fin de ofrecer orientaciones generales sobre los temas 
consultados, en el presente concepto se efectuarán algunas precisiones sobre los siguientes ejes 
temáticos: (i) acceso al servicio y negativa del contrato; (ii) sobre la viabilidad y disponibilidad 
inmediata del servicio. y (iii) permisos ambientales y municipales para la prestación del servicio 
público de alcantarillado, (iv)  sobre la conexión temporal del servicio público de acueducto, (v) 
actualización e incremento en la tarifa del servicio de acueducto y (vi) defraudación de fluidos, 
así: 
 

(i) Acceso al servicio y negativa del contrato. 
 

El acceso a los servicios públicos domiciliarios es un derecho de orden constitucional (art. 365 de 
la Constitución Política- C.P.), otorgado a todas las personas para que puedan obtener y disfrutar 
de la prestación de los servicios públicos domiciliarios. Recibir el servicio será posible siempre y 
cuando el inmueble en el que se solicita la conexión cuente con la viabilidad y disponibilidad 
inmediata de estos servicios, evento en el cual se podrá efectuar la solicitud de conexión 
pertinente. 
 
Este acceso a los servicios públicos domiciliarios, como todos los derechos, no es absoluto. 
Acceder a estos servicios será posible si tanto quien los solicita como el inmueble que recibirá el 
servicio cumplen con los requerimientos técnicos y legales establecidos, que son necesarios para 
su conexión. 
 
Así, para los servicios de acueducto y alcantarillado, el prestador debe, antes de suministrarlos, 
efectuar los análisis técnicos y legales necesarios para determinar la viabilidad de la prestación. 
Es decir, deberá verificar las condiciones particulares del inmueble y del terreno en donde éste 
se encuentre, así como de la capacidad para contratar de quien realiza la solicitud del servicio. 
 
En efecto, el acceso a los servicios públicos domiciliarios es un derecho atribuido legalmente a 
quienes habiten o utilicen de forma permanente un inmueble, independientemente de que actúen 
como propietarios, poseedores, usufructuarios, o arrendatarios del inmueble. Así mismo, será 
necesario que las personas solicitantes tengan la capacidad legal para celebrar el contrato de 
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servicios públicos correspondiente. Así, el prestador debe verificar la capacidad legal del 
solicitante y la prevalencia del título que lo habilita para efectuar la solicitud, tal como lo disponen 
los artículos 129 y 134 de la Ley 142 de 1994. 
 
De igual manera, conforme lo indica el artículo 1o del Decreto 1471 de 2021, modificatorio del 
artículo 2.3.1.3.2.2.6 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, el inmueble objeto de 
conexión a los servicios aludidos, debe cumplir con los siguientes requisitos: 
 

“Artículo 1. Modifíquese el artículo 2.3.1.3.2.2.6 de la Subsección 2, Sección 2, 
Capítulo 3, Título 1, Parte 3 del Libro 2 del Decreto 1077 de 2015, así: 
 
'Artículo 2.3.1.3.2.2.6. Condiciones de acceso a los servicios. Para obtener la conexión 
de los servicios de acueducto y alcantarillado, el inmueble deberá cumplir los 
siguientes requisitos:  
1. Estar ubicado dentro del perímetro de servicio, tal como lo dispone el parágrafo 
segundo del artículo 12 de la Ley 388 de 1997.  
2. Contar con la Licencia de Construcción cuando se trate de edificaciones por 
construir.  
3. Estar ubicado en zonas que cuenten con vías de acceso o espacios públicos y redes 
de acueducto o alcantarillado requeridas para adelantar las redes locales y las 
conexiones domiciliarias que permitan atender las necesidades del inmueble.  
4. Estar conectado al sistema público de alcantarillada, (sic) cuando se pretenda la 
conexión al servicio de acueducto, salvo lo establecido en el inciso final del artículo 
2.3.1.3.2.1.3 de este decreto. 
5. Contar con un sistema de tratamiento y disposición final adecuada de aguas 
residuales debidamente aprobado por la autoridad ambiental competente, cuando, no 
obstante, ser usuario o suscriptor de la red de acueducto no existe red de alcantarillado 
en la zona del inmueble.  
6. Los usuarios industriales y/o especiales de alcantarillado que manejen productos 
químicos y derivados del petróleo deberán contar con un plan de contingencia que 
garantice que bajo ninguna condición se corre el riesgo de que estas sustancias 
lleguen al sistema público de alcantarillado.  
7. La conexión al sistema de alcantarillado de los sótanos y semi-sótanos podrá 
realizarse previo el cumplimiento de las normas técnicas fijadas por la entidad 
prestadora de los servicios públicos. 8. Contar con tanque de almacenamiento de agua 
cuando la Entidad Prestadora de Servicios Públicos lo justifique por condiciones 
técnicas locales. Los tanques de almacenamiento deberán disponer de los elementos 
necesarios para evitar los desperdicios y la contaminación del agua y deberán 
ajustarse a las normas establecidas por la entidad.  
9. En edificaciones de tres (3) o más pisos, contar con los sistemas necesarios para 
permitir la utilización eficiente de los servicios”. (Subrayado fuera de texto) 

 
En este orden de ideas, el acceso a los servicios públicos domiciliarios de acueducto y 
alcantarillado, que se materializa con la conexión de los mismos, ésta precedido del cumplimiento 
de las condiciones legales y técnicas mencionadas, so pena de que, al efectuar los análisis 
pertinentes, el prestador determine que dicha solicitud deba ser negada.  
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Es importante precisar que la negativa a otorgar la viabilidad y disponibilidad inmediata de 
servicios públicos domiciliarios, es diferente a la actuación de negativa del servicio por parte del 
prestador.  
 
Mientras, la primera es un proceso que involucra la determinación de las condiciones técnicas y 
jurídicas que se requieren para la futura prestación del servicio a partir de las condiciones del 
solicitante y del inmueble.  
 
La segunda surge cuando ya un predio se encuentra urbanizado y tiene alguna red de servicio 
instalada. En este caso, el titular de la licencia de construcción, o el potencial usuario del servicio, 
solicita al prestador su vinculación como usuario del mismo y el prestador emite su respuesta, 
generalmente negativa.  
 
En cualquiera de los dos casos, existe la posibilidad de intervención por la Superservicios. En la 
negativa para otorgar la viabilidad y disponibilidad del servicio, se adelanta el procedimiento 
contemplado en el artículo 2.3.1.2.7. del Decreto 1077 de 2015, verificando las razones que 
sustentaron la negativa del prestador para tomar la determinación pertinente.  
 
Por su parte, ante la negativa del servicio, el solicitante podrá utilizar los mecanismos de defensa 
contenidos en los artículos 154 y siguientes de la ley 142 de 1994, que prevén la posibilidad de 
formular la reclamación pertinente ante el prestador, e interponer contra la decisión adversa, los 
recursos de reposición y subsidiario de apelación, este último de conocimiento de la 
Superservicios. 
 

(ii) Sobre la viabilidad y disponibilidad inmediata del servicio.  
 
El artículo 50 de la Ley 1537 de 2012, en cuanto a la viabilidad y disponibilidad de los servicios 
públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado establece:  
 

“Artículo 50. Servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado. Los 
prestadores de servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado, están 
obligados a otorgar la viabilidad y disponibilidad de los servicios y prestarlos 
efectivamente a usuarios finales, en los suelos legalmente habilitados para el efecto, 
incluyendo los nuevos sometidos al tratamiento de desarrollo, renovación urbana o 
consolidación, salvo que demuestren, dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
calendario siguientes a la recepción de la solicitud de licencia respectiva, no contar 
con capacidad ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en los 
términos y condiciones que defina el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio.  
 
En caso de que la Superintendencia compruebe que la empresa no cuenta con la 
capacidad, el ente territorial a fin de desarrollar los proyectos previstos en la presente 
ley, adelantará las acciones necesarias para asegurar la financiación de la 
infraestructura requerida o aplicar lo establecido en los parágrafos 4° y 5° del artículo 
16 de la Ley 1469 de 2011.  
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Igualmente, el Gobierno Nacional podrá apoyar la financiación y desarrollo de estos 
proyectos en el marco de la política de Agua Potable y Saneamiento Básico.” 
(Subrayado fuera de texto) 

 
Posteriormente, el Gobierno Nacional expidió el Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, en 
el cual se encuentran compiladas las normas reglamentarias del sector Vivienda, Ciudad y 
Territorio, entre ellas, el Decreto 3050 de 2013, norma que establece las condiciones para el 
trámite de las solicitudes de viabilidad y disponibilidad de los servicios públicos domiciliarios de 
acueducto y alcantarillado, veamos:  
 

“Artículo 2.3.1.1.1. Definiciones. Para efecto de lo dispuesto en el presente decreto, 
Adóptense las siguientes definiciones: 
 
(…) 9. CERTIFICACIÓN DE VIABILIDAD Y DISPONIBILIDAD INMEDIATA DE 
SERVICIOS PÚBLICOS. Es el documento mediante el cual el prestador del servicio 
público certifica la posibilidad técnica de conectar un predio o predios objeto de licencia 
urbanística a las redes matrices de servicios públicos existentes. Dicho acto tendrá 
una vigencia mínima de dos (2) años para que con base en él se tramite la licencia de 
urbanización. (Decreto 3050 de 2013, artículo 3o)  
(…)  
Artículo 2.3.1.2.4. Viabilidad y disponibilidad inmediata de servicios públicos para 
proyectos de urbanización. Los prestadores de los servicios públicos de acueducto y/o 
alcantarillado dentro de las áreas del perímetro urbano, están en la obligación de 
expedir la certificación de viabilidad y disponibilidad inmediata de los mencionados 
servicios cuando le sean solicitadas.  
 
En la viabilidad y disponibilidad inmediata de servicios públicos se establecen las 
condiciones técnicas para conexión y suministro del servicio, las cuales desarrollará el 
urbanizador a través del diseño y construcción de las redes secundarias o locales que 
están a su cargo. Una vez se obtenga la licencia urbanística, el urbanizador 
responsable está en la obligación de elaborar y someter a aprobación del prestador de 
servicios públicos los correspondientes diseños y proyectos técnicos con base en los 
cuales se ejecutará la construcción de las citadas infraestructuras. La ejecución de los 
proyectos de redes locales o secundarias de servicios públicos las hará el urbanizador 
en tanto esté vigente la licencia urbanística o su revalidación.  
 
Entregadas las redes secundarias de servicios públicos, corresponde a los 
prestadores su operación, reposición, adecuación, mantenimiento, actualización o 
expansión para atender las decisiones de ordenamiento territorial definidas en los 
planes de ordenamiento territorial o los instrumentos que lo desarrollen o 
complementen”. (Subrayado fuera de texto) 

 
De igual forma, el mismo Decreto Reglamentario estableció el procedimiento que se debe 
adelantar por parte de los prestadores para atender las solicitudes de viabilidad y disponibilidad 
del servicio, en esos términos el referido decreto señala:  
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“Artículo 2.3.1.2.5. Término para resolver la solicitud de viabilidad y disponibilidad 
inmediata. Los prestadores de los servicios públicos de acueducto y/o alcantarillado 
deberán decidir sobre la solicitud de viabilidad y disponibilidad inmediata de los 
mencionados servicios, dentro de los cuarenta y cinco (45) días calendario siguientes 
a la fecha de recepción de la solicitud presentada por el interesado. En todo caso ante 
la falta de respuesta se podrá acudir a los mecanismos legales para la protección del 
derecho de petición. (Decreto 3050 de 2013, artículo 5o) 
(…) 
Artículo 2.3.1.2.7. Trámite ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
(SSPD). En caso de que el prestador de los servicios públicos de acueducto y/o 
alcantarillado le comunique al peticionario la no disponibilidad inmediata del servicio, 
la persona prestadora deberá remitir dentro de los cinco (5) días siguientes a su 
negativa, copia de la misma comunicación a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios, adjuntando los análisis que sustenten tal decisión y demás soportes.  
 
La negativa del prestador a otorgar la viabilidad y disponibilidad inmediata deberá ser 
motivada desde el punto de vista técnico, jurídico y económico, y soportada 
debidamente con los documentos respectivos, teniendo en cuenta dentro de los 
elementos de análisis, lo contenido en el plan de obras e inversiones del respectivo 
prestador y los planes de ordenamiento territorial.  
 
En el evento en que la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios no 
encuentre probados los argumentos del prestador para la negativa de la disponibilidad 
inmediata de servicio, en el acto administrativo que así lo establezca, ordenará al 
prestador el otorgamiento de dicha viabilidad y disponibilidad.  
 
En caso que la empresa incumpla con el otorgamiento de la viabilidad y disponibilidad, 
el expediente se remitirá al funcionario competente de la SSPD para efectos de que 
imponga las sanciones a que haya lugar. En caso de que la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios encuentre probados los argumentos del prestador, así 
deberá consignarlo en el respectivo acto administrativo, el cual deberá ser comunicado 
al solicitante y al ente territorial para los efectos establecidos en el artículo 50 de la 
Ley 1537 de 2012, así como para dar cumplimiento a las inversiones previstas en 
materia de servicios públicos en los programas de ejecución de los planes de 
ordenamiento territorial.  
 
La actuación que adelante la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, se 
surtirá de conformidad con lo previsto en la Ley 142 de 1994 y el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. (Decreto 3050 de 
2013, artículo 7o)”.  

 
Conforme con lo indicado, es una obligación de quienes prestan los servicios públicos 
domiciliarios de acueducto y alcantarillado dentro de las áreas del perímetro urbano, expedir, 
cuando les sea solicitada, y siempre que se reúnan los requisitos exigidos para el efecto, la 
certificación de viabilidad y disponibilidad inmediata de dichos servicios.  
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Dicha certificación es el documento a través del cual el prestador manifiesta que, en efecto, es 
técnicamente posible conectar uno o varios predios objeto de licencia urbanística, a las redes 
matrices de los servicios públicos existentes. De igual forma, en la norma transcrita se determinan 
las condiciones técnicas a tener en cuenta para conectar y suministrar los servicios solicitados, 
condiciones que deben ser desarrolladas por el urbanizador al momento de realizar el diseño y 
construcción de las redes secundarias a su cargo y que en todo caso deben ser sometidas a 
aprobación del prestador de estos servicios, una vez haya obtenido la licencia urbanística.  
 
Ahora bien, es importante tener en cuenta que el prestador ante quien se realizó la solicitud para 
la expedición del certificado de viabilidad y disponibilidad cuenta con un término de cuarenta y 
cinco (45) días calendario para atenderla, ya sea expidiendo la certificación referida, o negándola 
a través del acto pertinente que deberá tener toda la motivación y el soporte de los aspectos 
técnicos, jurídicos y económicos que fundamentaron tal decisión. 
 
Dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición de la negativa del prestador de la 
disponibilidad y viabilidad, el prestador debe remitir copia de la comunicación a esta 
Superintendencia, adjuntando los análisis y soportes que sustentan tal decisión. Si la 
Superservicios, luego de efectuar el análisis pertinente, no encuentra probados los argumentos 
esbozados por el prestador, ordenará el otorgamiento de la viabilidad inmediata, cuyo 
incumplimiento derivará en la imposición de las sanciones a que haya lugar. Si, por el contrario, 
la Superservicios encuentra que los argumentos del prestador para la negativa se encuentran 
probados, así lo consignará en el acto administrativo que expida para el efecto.  
 
A su vez, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley 1537 de 2012, los 
prestadores de los servicios públicos domiciliarios están obligados a otorgar la viabilidad y 
disponibilidad de estos servicios, así como prestarlos efectivamente a usuarios finales. No 
obstante, esta obligación se exceptúa cuando “demuestren, (…) no contar con capacidad ante la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en los términos y condiciones que defina 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio”.  
 
Lo anterior significa que, ante la falta de capacidad del prestador para otorgar la viabilidad y 
disponibilidad del servicio, debidamente comprobada, no surge obligación de expedir la 
certificación correspondiente y, por tanto, tampoco existe obligación de prestar los servicios a los 
usuarios finales para quienes se solicitó el servicio. Es decir, cuando se demuestra la 
imposibilidad aludida, atendiendo los términos y condiciones que para el efecto defina el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, no habrá consecuencias adversas para el prestador y 
así lo consignará la Superservicios en el respectivo acto administrativo que con tal propósito debe 
emitir. 
 
De otro lado, en relación con la definición de capacidad, el numeral 3º del artículo 2.3.1.1.1. del 
Decreto 1077 de 2015, señala “3. Capacidad. Es la existencia de recursos técnicos y económicos 
de un prestador de los servicios de acueducto y/o alcantarillado, con el fin de atender las 
demandas asociadas a las solicitudes de los servicios públicos mencionados para efectos de 
otorgar la disponibilidad o viabilidad inmediata del servicio solicitado. En todo caso y de 
conformidad con lo previsto en el parágrafo 2° del artículo 12 de la Ley 388 de 1997 el prestador 
del servicio, donde está ubicado el predio, no podrá argumentar falta de capacidad para predios 
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ubicados al interior del perímetro urbano. (Decreto 3050 de 2013, artículo 3o)”. (Subrayado fuera 
de texto)  
 
Conforme con lo expuesto, el prestador no podrá argumentar falta de capacidad (inexistencia de 
recursos técnicos y económicos) para negar la disponibilidad o viabilidad inmediata del servicio 
de acueducto o alcantarillado solicitado, cuando el predio en el que se vayan a recibir dichos 
servicios se encuentre ubicado al interior del perímetro urbano, el cual, valga señalar, es igual al 
perímetro de servicios.  
 
De igual forma, en atención a lo dispuesto en el artículo 2.3.1.2.7. del Decreto Único 
Reglamentario 1077 de 2015, dentro de los elementos de análisis para efectuar el estudio de 
disponibilidad y viabilidad, el prestador debe tener en cuenta el contenido del plan de obras e 
inversiones que para el efecto haya elaborado, así como del plan de ordenamiento territorial 
correspondiente.  
 
En consonancia con lo anterior y de manera particular para la viabilidad y disponibilidad del 
servicio en zona rural, esta Oficina Asesora señaló: 
 

“(…) 1.1. Áreas y zonas respecto de las cuales procede la expedición de la certificación 
de viabilidad y disponibilidad. 
 
A efectos de que esta Superintendencia asuma la competencia para atender el trámite 
de la negativa de la disponibilidad y viabilidad inmediata de servicio, al que hemos 
hecho referencia previamente, conviene referir que, según lo previsto en el artículo 
2.3.1.2.4. del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, 'Los prestadores de los 
servicios públicos de acueducto y/o alcantarillado dentro de las áreas del perímetro 
urbano, están en la obligación de expedir la certificación de viabilidad y disponibilidad 
inmediata de los mencionados servicios cuando le sean solicitadas' (subraya fuera de 
texto).  

 
De la lectura de la norma, la obligación en cabeza de los prestadores de los servicios públicos de 
acueducto y/o alcantarillado se circunscribe respecto de las áreas del perímetro urbano. En caso 
contrario, es decir, en el evento en que la solicitud verse sobre la disponibilidad de servicios fuera 
de este perímetro, como lo es el rural, los prestadores no están en la obligación de expedirla, 
porque la reglamentación sólo consideró las áreas del perímetro urbano como única condición 
para ello.  
 
Por lo tanto, como la norma no impone obligación a cargo de los prestadores en zonas rurales 
para expedir la certificación de viabilidad y disponibilidad inmediata de los mencionados servicios, 
no es posible para esta Superintendencia exigir su cumplimiento.  
 
Dicha situación implica que, como no es posible exigir a los prestadores ubicados en zonas 
rurales la expedición del documento que certifica la posibilidad técnica de conectar un predio o 
predios objeto de licencia urbanística a las redes matrices de servicios públicos existentes, 
justamente en razón a las especiales condiciones de cada zona, deba ser el municipio quien 
adopte las medidas necesarias para garantizar la prestación de los servicios de acueducto y 
alcantarillado a los usuarios ubicados en zonas distintas a las urbanas. Lo anterior, en 
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cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 5.1. del artículo 5 de la Ley 142 de 1994, el cual 
señala:  
 

'ARTÍCULO 5o COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS EN CUANTO A LA 
PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. Es competencia de los municipios 
en relación con los servicios públicos, que ejercerán en los términos de la ley, y de los 
reglamentos que con sujeción a ella expidan los concejos: 
5.1. Asegurar que se presten a sus habitantes, de manera eficiente, los servicios 
domiciliarios de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, por empresas de 
servicios públicos de carácter oficial, privado o mixto, o directamente por la 
administración central del respectivo municipio en los casos previstos en el artículo 
siguiente. (…)”  
 
Así lo reitera el parágrafo 2 del artículo 2.1.2.1.1.7 de la Resolución Compilatoria CRA 
943 de 2021 que, respecto del área de Prestación del Servicio (APS), señala: 
“PARÁGRAFO 2. Es responsabilidad del municipio garantizar la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado en aquellas áreas que no 
sean reportadas como APS por ningún prestador. (…)” (Subraya fuera de texto)  

 
En ese sentido, en el evento de que la solicitud de viabilidad y disponibilidad haga referencia a 
predios que se encuentren por fuera del perímetro urbano o de servicios, como el rural objeto de 
su consulta, será el respectivo municipio el encargado de asegurar la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios a sus habitantes, en cumplimiento de las funciones a su cargo en materia 
de servicios públicos domiciliarios, tal como lo establece el numeral 5.1. del artículo 5 de la Ley 
142 de 1994. 
 
 

(iii) Permisos ambientales y municipales para la prestación del servicio público de 
alcantarillado.  

 
Tal como fue mencionado, los prestadores y en general quienes desarrollen actividades 
complementarias a los servicios públicos domiciliarios, deben atender lo contemplado en los 
artículos 25 y 26 de la Ley 142 de 1994 referentes a las concesiones y permisos ambientales, 
sanitarios y municipales, los cuales señalan:  
 

“ARTÍCULO 25. CONCESIONES, Y PERMISOS AMBIENTALES Y SANITARIOS. 
Quienes presten servicios públicos requieren contratos de concesión, con las 
autoridades competentes según la ley, para usar las aguas; para usar el espectro 
electromagnético en la prestación de servicios públicos requerirán licencia o contrato 
de concesión.  
 
Deberán, además, obtener los permisos ambientales y sanitarios que la índole misma 
de sus actividades haga necesarios, de acuerdo con las normas comunes. Asimismo, 
es obligación de quienes presten servicios públicos, invertir en el mantenimiento y 
recuperación del bien público explotado a través de contratos de concesión. Si se trata 
de la prestación de los servicios de agua potable o saneamiento básico, de 
conformidad con la distribución de competencias dispuestas por la ley, las autoridades 
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competentes verificarán la idoneidad técnica y solvencia financiera del solicitante para 
efectos [de] los procedimientos correspondientes.  
 
ARTÍCULO 26. PERMISOS MUNICIPALES. En cada municipio, quienes prestan 
servicios públicos estarán sujetos a las normas generales sobre la planeación urbana, 
la circulación y el tránsito, el uso del espacio público, y la seguridad y tranquilidad 
ciudadanas; y las autoridades pueden exigirles garantías adecuadas a los riesgos que 
creen. Los municipios deben permitir la instalación permanente de redes destinadas a 
las actividades de empresas de servicios públicos, o a la provisión de los mismos 
bienes y servicios que estas proporcionan, en la parte subterránea de las vías, 
puentes, ejidos, andenes y otros bienes de uso público. Las empresas serán, en todo 
caso, responsables por todos los daños y perjuicios que causen por la deficiente 
construcción u operación de sus redes. Las autoridades municipales en ningún caso 
podrán negar o condicionar a las empresas de servicios públicos las licencias o 
permisos para cuya expedición fueren competentes conforme a la ley, por razones que 
hayan debido ser consideradas por otras autoridades competentes para el 
otorgamiento de permisos, licencias o concesiones, ni para favorecer monopolios o 
limitar la competencia.” (subrayado fuera de texto) 

 
Conforme con la norma en cita, es forzosa la obtención de los permisos y autorizaciones 
pertinentes para la prestación de los servicios públicos domiciliarios, razón por la cual, la 
competencia exclusiva en señalar cuáles son los permisos, licencias o concesiones que deben 
obtener los prestadores radica única y exclusivamente en cabeza de las autoridades 
mencionadas en las disposiciones antes transcritas, por lo cual, determinar y definir de manera 
específica estos aspectos escapa del margen de atribuciones que tiene asignadas esta 
Superintendencia.  
 
Por lo tanto, el prestador de los servicios públicos domiciliarios deberá atender la normativa 
municipal, ambiental, técnica, así como, la normativa relativa a los permisos, licencias o 
concesiones que deben obtener y su costo, entre otros las normas que correspondan al 
Reglamento Técnico para el sector de Agua Potable y Saneamiento Básico (RAS) expedido por 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio – MVCT. 
 
Por último, es preciso resaltar que son obligaciones exigibles a los prestadores del servicio 
público domiciliario de alcantarillado, garantizar y exigir el cumplimiento de las normas de 
vertimiento vigentes e igualmente, la de informar a la autoridad ambiental competente acerca de 
los incumplimientos que en tal materia sean imputables. Así lo indica con claridad el artículo 
2.2.3.3.4.18 del Decreto Único Reglamentario No. 1076 de 2015 que sobre el particular indica:  
 

“ARTÍCULO2.2.3.3.4.18. RESPONSABILIDAD DEL PRESTADOR DEL SERVICIO 
PÚBLICO DOMICILIARIO DE ALCANTARILLADO. El prestador del servicio de 
alcantarillado como usuario del recurso hídrico, deberá dar cumplimiento a la norma 
de vertimiento vigente y contar con el respectivo permiso de vertimiento o con el Plan 
de Saneamiento y Manejo de Vertimientos- PSMV reglamentado por la Resolución 
1433 de 2004 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible o la norma que lo 
modifique, adicione o sustituya. Igualmente, el prestador será responsable de exigir 
respecto de los vertimientos que se hagan a la red de alcantarillado, el cumplimiento 
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de la norma de vertimiento al alcantarillado público. Cuando el prestador del servicio 
determine que el usuario y/o suscriptor no está cumpliendo con la norma de 
vertimiento al alcantarillado público deberá informar a la autoridad ambiental 
competente, allegando la información pertinente, para que esta inicie el proceso 
sancionatorio por incumplimiento de la norma de vertimiento al alcantarillado público.  
 
PARÁGRAFO. El prestador del servicio público domiciliario del alcantarillado 
presentará anualmente a la autoridad ambiental competente, un reporte 
discriminado, con indicación del estado de cumplimiento de la norma de vertimiento 
al alcantarillado, de sus suscriptores y/o usuarios en cuyos predios o inmuebles se 
preste el servicio comercial, industrial, oficial y especial de conformidad con lo 
dispuesto reglamentación única del sector de vivienda o la norma que lo modifique, 
adicione o sustituya. Este informe se presentará anualmente con corte a 31 de 
diciembre de cada año, dentro de los dos (2) meses siguientes a esta fecha. El 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expedirá el formato para la 
presentación de la información requerida en el presente parágrafo. (…)” (resaltado 
fuera de texto) 

 
Adicionalmente, frente a situaciones de incumplimiento en el tema de vertimientos, el artículo 
2.2.3.3.5.19 ibidem precisa:  
 

“ARTÍCULO 2.2.3.3.5.19. SANCIONES. El incumplimiento de los términos, 
condiciones y obligaciones previstos en el permiso de vertimiento, Plan de 
Cumplimiento o Plan de Saneamiento y Manejo de Vertimientos, dará lugar a la 
imposición de las medidas preventivas y sancionatorias, siguiendo el procedimiento 
previsto en la Ley 1333 de 2009”. 

 
Para el efecto, la Ley 1333 de 2009, modificada por la Ley 2387 de 2024 en su artículo 1, 
establece el procedimiento sancionatorio y señala que la potestad sancionatoria en este tema le 
corresponde a: (i) El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial-hoy Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible-, (ii) las corporaciones autónomas regionales y de desarrollo 
sostenible, (iii) las unidades ambientales de los grandes centros urbanos, (iv) los establecimientos 
públicos ambientales y (v) la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales.  
 
En consecuencia, el prestador deberá poner en conocimiento de las autoridades competentes la 
situación particular que considere contraria a la norma, para que éstas impongan las sanciones 
a que haya lugar. 
 

(iv) Sobre la conexión temporal del servicio público de acueducto.  
 
En cuanto al servicio público domiciliario de acueducto, el Decreto Único Reglamentario 1077 de 
2015 consagra dos definiciones con respecto a la prestación de este servicio de forma temporal, 
así:  
 

“ARTÍCULO 2.3.1.1.1. DEFINICIONES. Para efecto de lo dispuesto en el presente 
decreto, Adóptense las siguientes definiciones:  
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(…)  
16. CONEXIÓN TEMPORAL. Acometida transitoria de acueducto con medición, que 
llega hasta el límite de un predio privado o público, la cual es solicitada a la entidad 
prestadora del servicio público, por su propietario o representante legal, por un período 
determinado, por un proceso constructivo o un evento autorizado por la autoridad 
competente. (Decreto 302 de 2000, artículo 3o, Modificado por el Decreto 229 de 2002, 
artículo 1o).  
(…)  
49. SERVICIO TEMPORAL. Es el que se presta a obras en construcción, espectáculos 
públicos no permanentes, y a otros servicios no residenciales de carácter ocasional, 
con una duración no superior a un año, prorrogable a juicio de la empresa. (Decreto 
302 de 2000, art. 3, Modificado por el Decreto 229 de 2002, art. 1).” (subrayado fuera 
de texto)  

 
De acuerdo con lo señalado, ante la ejecución de obras de construcción debidamente autorizadas 
por las autoridades competentes, que requieran la prestación del servicio público de acueducto, 
el propietario del predio y/o representante legal deberá solicitar a la empresa prestadora del 
mismo la conexión y/o servicio temporal.  
 
Ahora bien, en cuanto a estos servicios temporales, conforme con lo señalado en la disposición 
citada, se entiende que son prestados en razón de la celebración de un contrato de prestación 
que atiende a unas condiciones particulares, toda vez que, si bien se trata de la prestación de un 
servicio público domiciliario, concurren algunas características así: (i) el servicio se presta de 
forma temporal; (ii) el servicio se presta para un proceso de construcción o un evento autorizado 
por la autoridad competente; (iii) la prestación tiene unos destinatarios específicos, es decir, se 
trata de usuarios ocasionales; (iv) la duración máxima del servicio temporal no será superior a un 
año, aunque puede ser prorrogada a juicio del respectivo prestador.  
 
En todo caso, se entiende que el responsable del pago del servicio temporal será quien solicitó 
la prestación del mismo, ya que es quien ha celebrado el contrato correspondiente con el 
prestador y la facturación se realizará de conformidad con la diferencia de lecturas que arroje el 
dispositivo de medida instalado para el efecto.  
 
En todo caso, la tarifa deberá corresponder a lo señalado por la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y saneamiento Básico – CRA, así como a lo definido por el contrato de prestación del 
servicio suscrito entre el usuario y prestador. 
 

(v) Actualización e incremento en la tarifa del servicio de acueducto  
 
Con el objeto de dar respuesta a su inquietud sobre la actualización de la tarifa, debemos indicar 
que el artículo 370 de la Constitución, junto con el artículo 68 de la ley 142 de 1994 disponen en 
lo tocante a las fórmulas tarifarias.  
 
En ese contexto, la Ley 142 de 1994 le atribuyó a las Comisiones de Regulación las siguientes 
funciones: (i) definir criterios de eficiencia y desarrollar indicadores y modelos para evaluar la 
gestión financiera, técnica y administrativa de las empresas de servicios públicos (art.73.3); (ii) 
establecer las fórmulas para la fijación de las tarifas (art. 73.11); determinar, de acuerdo con la 
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ley, cuándo debe establecerse el régimen de “libertad regulada” o el de “libertad vigilada”, y en 
qué casos hay lugar a la libre fijación de tarifas (art.88); e impulsar la actuación administrativa 
para la determinación de las fórmulas tarifarias(art. 124).  
 
En este sentido, las funciones a cargo de esta Superintendencia se circunscriben a la inspección, 
vigilancia y control frente al cumplimiento de la ley, la reglamentación y la regulación a los que se 
encuentran sujetos quienes presten servicios públicos, así como de los contratos de servicios 
públicos que celebren los prestadores de estos servicios y los usuarios de los mismos y en 
consecuencia, sancionar sus violaciones y en materia tarifaria vigilar que los prestadores facturen 
conforme a las tarifas aprobadas por las respectivas Comisiones de Regulación, que para el caso 
de acueducto es la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico-CRA. 
 
Así, la Comisión de Regulación expidió las Resoluciones CRA 688 de 2014 y CRA 825 de 2017, 
compiladas en la Resolución CRA 943 de 2021, depurada y actualizada por la Resolución CRA 
999 de 2024, mediante las cuales se fija la metodología tarifaria general para determinar los 
costos económicos de referencia para los servicios públicos domiciliarios de acueducto y 
alcantarillado, las cuales deben ser aplicadas por las personas que presten estos servicios 
públicos dependiendo del número de suscriptores que atienda. Las metodologías tarifarias 
señaladas clasifican los costos que se requieren para prestar los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto y alcantarillado.  
 
Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley 142 de 1994, durante el 
período de vigencia de cada fórmula, las empresas podrán actualizar las tarifas que cobran a sus 
usuarios, aplicando las variaciones en los índices de precios que las fórmulas contienen, esto es 
que, las nuevas tarifas se aplicarán a partir del día quince (15) del mes que corresponda, cada 
vez que se acumule una variación de, por lo menos, un tres por ciento (3%) en alguno de los 
índices de precios que considera la fórmula. Señala la norma:  
 

“Artículo 125. Actualización de las tarifas. Durante el período de vigencia de cada 
fórmula, las empresas podrán actualizar las tarifas que cobran a sus usuarios 
aplicando las variaciones en los índices de precios que las fórmulas contienen. Las 
nuevas tarifas se aplicarán a partir del día quince del mes que corresponda, cada vez 
que se acumule una variación de, por lo menos, un tres por ciento (3%) en alguno de 
los índices de precios que considera la fórmula. Cada vez que las empresas de 
servicios públicos reajusten las tarifas, deberán comunicar los nuevos valores a la 
Superintendencia de servicios públicos, y a la comisión respectiva. Deberán, además, 
publicarlos, por una vez, en un periódico que circule en los municipios en donde se 
presta el servicio, o en uno de circulación nacional”.  

 
De esta disposición se desprende que, es potestativo de las empresas el actualizar las tarifas 
cuando se acumulen variaciones de por lo menos un tres por ciento (3%) en alguno de los índices 
de precios que considera la fórmula, por lo que no es posible determinar un porcentaje fijo de 
incremento de los servicios públicos para una determinada anualidad, pues depende de las 
variaciones en los índices de precios de las tarifas y de las decisiones internas de los prestadores, 
bajo los parámetros regulatorios definidos por la comisión de regulación que corresponda.   
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En todo caso, las tarifas deben reflejar la estructura de costos asociada con la prestación de los 
servicios y definida por la comisión de regulación respectiva. Sobre el particular, se pronunció 
esta Oficina Asesora en el concepto SSPD-OJ-2016-156 en el cual señaló: 
 

“(…) En esa medida, es perfectamente posible que en un periodo de un año se 
presente más de una actualización de la tarifa, lo cual dependerá (i) de que cada vez 
que se efectúe la actualización se haya producido una variación de al menos un tres 
por ciento (3%) en alguno de los índices de precios que considera la respectiva 
formula, y (ii) de la decisión del prestador en el sentido de actualizar o no su tarifa. De 
otra parte, la norma indica que cada vez que el prestador decida incrementar sus 
tarifas, deberá (i) informar de tal hecho a esta Superintendencia y a la respectiva 
Comisión de Regulación, y (ii) publicar las nuevas tarifas, por una vez, en un diario que 
circule en los municipios en donde se presta el servicio, o en uno de circulación 
nacional.  
 
Como puede verse, la norma es clara en indicar el mecanismo a través del cual debe 
el prestador informar a sus usuarios del aumento de tarifas, por lo que una publicación 
en la página web del prestador si bien es aconsejable como medida adicional a las 
dispuestas por la Ley, no cumple con el mandato de la norma, y expone al prestador 
moroso de sus obligaciones a las sanciones que puede imponer esta Superintendencia 
en virtud de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 79 de la Ley 142 de 1994 y el 
artículo 81 del mismo estatuto”.  

 
De esta forma, es obligación para los prestadores de servicios públicos, cada vez que reajusten 
las tarifas, proceder a informarlo a esta Superintendencia y a la comisión reguladora respectiva, 
así como informar a sus usuarios de estos reajustes a través de un mecanismo de publicación de 
amplia circulación, de manera que se dé cumplimiento al principio de publicidad establecido en 
la Ley. No obstante, esta Superintendencia en cumplimiento de sus funciones de inspección, 
vigilancia y control, puede adelantar -contra los prestadores- investigaciones que en cada caso 
amerite, e imponer las sanciones cuando a ello haya lugar. 
 
Lo anterior, en el marco del control tarifario que se lleva a cabo a los prestadores, cuando las 
tarifas aplicadas y sus variaciones no se ajusten con lo previsto en la regulación del servicio 
público respectivo o cuando no se cumpla con la publicación prevista en el artículo 125 de la Ley 
142 de 1994, al amparo de lo señalado en el artículo 81 ibidem. 
 
 

(vi) Cobro de las facturas por la prestación del servicio 
 
De manera inicial, es preciso indicar que, el numeral 14.9 del artículo 14 de la ley 142 de 1994 
define la factura de servicios públicos como: “(…) la cuenta que una persona prestadora de 
servicios públicos entrega o remite al usuario, por causa del consumo y demás servicios 
inherentes en desarrollo de un contrato de servicios públicos”. Ahora bien, particularmente en lo 
que respecta a su cobro, el artículo 130 ibidem, modificado por el artículo 18 de la Ley 689 del 
2001 señala que:  
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“ARTÍCULO 130. PARTES DEL CONTRATO. Son partes del contrato la empresa de 
servicios públicos, el suscriptor y/o usuario.  
 
El propietario o poseedor del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio son 
solidarios en sus obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos.  
 
Las deudas derivadas de la prestación de los servicios públicos podrán ser cobradas 
ejecutivamente ante la jurisdicción ordinaria o bien ejerciendo la jurisdicción coactiva 
por las empresas industriales y comerciales del Estado prestadoras de servicios 
públicos. La factura expedida por la empresa y debidamente firmada por el 
representante legal de la entidad prestará mérito ejecutivo de acuerdo con las normas 
del Derecho Civil y Comercial. Lo prescrito en este inciso se aplica a las facturas del 
servicio de energía eléctrica con destino al alumbrado público. El no pago del servicio 
mencionado acarrea para los responsables la aplicación del artículo que trata sobre 
los deberes especiales de los usuarios del sector oficial.  
 
PARÁGRAFO. Si el usuario o suscriptor incumple su obligación de pagar 
oportunamente los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, el 
cual no excederá dos períodos consecutivos de facturación, la empresa de servicios 
públicos estará en la obligación de suspender el servicio. Si la empresa incumple la 
obligación de la suspensión del servicio se romperá la solidaridad prevista en esta 
norma". (Subraya fuera del texto)  

 
De manera que, las facturas de servicios públicos expedidas por la empresa y firmada por su 
representante legal, se constituyen como títulos ejecutivos que pueden ser cobradas ante la 
jurisdicción ordinaria mediante un proceso ejecutivo, o ante la jurisdicción coactiva cuando se 
trate de empresas industriales y comerciales del Estado y los municipios cuando estos sean 
prestadores directos de los servicios públicos.  
 
Sobre el particular, esta Oficina en Concepto SSPD –OJ-2023-405 recordó lo señalado por la 
Corte Constitucional en Sentencia C-035 de 2003 así:  
 

“(…) De lo indicado, se resalta que la facultad de efectuar el cobro de las facturas de 
los servicios públicos domiciliarios a través del procedimiento de cobro coactivo, de 
manera inicial, se encuentra únicamente en cabeza de las Empresas Industriales y 
Comerciales del Estado –EICE- prestadoras de estos servicios. Sin embargo, la Corte 
Constitucional mediante sentencia C-035 de 2003 realizó el análisis de 
constitucionalidad de la norma citada, de la siguiente manera: Esta norma fija unas 
reglas de competencia que se explican así: las empresas de servicios públicos 
oficiales, mixtas o privadas sólo pueden cobrar ejecutivamente su cartera morosa a 
través de la jurisdicción ordinaria.  
 
Por contraste, las empresas industriales y comerciales del Estado tienen una 
alternativa para cobrar su cartera morosa: la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción 
coactiva, pudiendo a su arbitrio utilizar una u otra vía en la forma que mejor se ajuste 
a sus necesidades y posibilidades institucionales. Esta doble opción también se 
predica de los municipios cuando quieran que presten directamente servicios públicos 
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domiciliarios, según voces de la ley 136 de 1994 en consonancia con el artículo 130 
de la ley 142. (…)”. (Subrayado fuera del texto) 

 
Así las cosas, la competencia para tramitar y conocer del proceso de cobro por la facturación de 
servicios públicos que se encuentre en mora, la determina la naturaleza de la empresa (pública 
oficial, mixta o privada). Pues, tratándose de empresas de servicios públicos oficiales, mixtas o 
privadas, la competencia para conocer del proceso ejecutivo será exclusivamente de la 
jurisdicción ordinaria y se regirá por las disposiciones contenidas en la Ley 1564 del 2012. 
Mientras que, las empresas industriales y comerciales del Estado, y los municipios prestadores 
directos del servicio, podrán elegir entre dos alternativas para el cobro de su cartera morosa, esto 
es, a través de proceso ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria, o a través del proceso de cobro 
coactivo ante la jurisdicción coactiva, a su elección. 
 
 

(vii) Defraudación de fluidos  
 

Ahora bien, teniendo en cuenta que en las consideraciones de su consulta indica que “La 
comunidad ha empezado a ampliar conexiones de manera informal desde puntos existentes, 
generando prácticas que, aunque comprensibles por la necesidad, son ilegales e insostenibles” 
debemos indicar que de conformidad con el artículo 141 de la Ley 142 de 1994 el suscriptor o 
usuario que incurra en fraude a las conexiones, acometidas o medidores, podrá hacerse acreedor 
de la suspensión del servicio o a la terminación del contrato, así como de una investigación y 
posterior sanción por el delito de defraudación de fluidos.  
 
Además, la obtención del servicio mediante acometida fraudulenta constituirá un hurto. Esto es, 
un delito. En relación con este tema, es procedente traer a colación el concepto SSPD-OJ-2020 
610 en que esta Oficina indicó lo siguiente:  
 

“Ahora bien, desde el punto de vista penal, la Ley 599 de 2000, en el artículo 256 del 
Título VII, Delitos Contra el Patrimonio Económico, Capítulo Sexto, De Las 
Defraudaciones, con las penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, 
dispone: “ARTICULO 256. DEFRAUDACION DE FLUIDOS. Penas aumentadas por el 
artículo 14de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las 
penas aumentadas es el siguiente: El que mediante cualquier mecanismo clandestino 
o alterando los sistemas de control o aparatos contadores, se apropie de energía 
eléctrica, agua, gas natural, o señal de telecomunicaciones, en perjuicio ajeno, 
incurrirá en prisión (…)”.  

 
Así las cosas, además de la suspensión y corte del servicio por causa de fraude, las empresas 
de servicios públicos pueden adelantar la acción penal por defraudación de fluidos y las 
actuaciones correspondientes con el fin de buscar el pleno resarcimiento económico por los 
perjuicios derivados de cualquiera de esas conductas. En cuanto a la investigación de tales 
delitos, la entidad competente es la Fiscalía General de la Nación, y deberá ser el juez de la 
República que conozca del caso específico, quien entre a determinar si efectivamente se 
configuró el tipo penal aludido, a través de la conducta que se menciona en la consulta, con las 
consecuencias de tipo penal que ello acarrea 
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Es necesario señalar que, dentro de las competencias otorgadas a la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios, no se encuentra la de señalar el procedimiento que se debe 
adelantar para la investigación del delito de defraudación de fluidos, considerando nuestra falta 
de competencia en relación con asuntos penales, lo invitamos a consultar el Código de 
Procedimiento Penal colombiano. 
 
CONCLUSIONES 
 
De acuerdo con las consideraciones expuestas, se da respuesta a sus inquietudes con las 
siguientes conclusiones: 
 

1. Respuesta a la inquietud: “1. Nuestra facultad legal para negar nuevos puntos de 
conexión cuando no existe disponibilidad de recurso hídrico ni permisos vigentes”. 
 

Se reitera que el acceso a los servicios públicos domiciliarios es un derecho constitucional, sin 
que ello implique que sea absoluto, ya que para obtenerlo será necesario que tanto el solicitante 
como el inmueble, cumplan con los requerimientos legales y técnicos exigidos para el efecto. 
 
Conforme con lo anterior, los procedimientos de viabilidad y disponibilidad inmediata del servicio 
público de acueducto, y de conexión del mismo, son diferentes pues esta última presupone la 
existencia de una viabilidad previa. El procedimiento para el primero, que es objeto de su consulta 
se encuentra consagrado en el artículo 2.3.1.2.4. y siguientes del Decreto Único Reglamentario 
1077 de 2015 y fue explicado en las consideraciones de este documento, mientras que las 
condiciones para la conexión del servicio de acueducto, se encuentran establecidas en el artículo 
2.3.1.3.2.2.6 del mismo decreto. 
 
Por lo que si la Asociación va a negar la prestación del servicio en su área de Prestación debe 
dar cumplimiento a lo consagrado en el artículo 2.3.1.2.4 y sus actuaciones serán objeto de 
seguimiento y vigilancia por parte de esta Superintendencia con el fin de proteger a los usuarios 
y garantizar el cumplimiento por parte del Prestador de la Normatividad vigente y la regulación.  
 
Además, se reitera que el respectivo municipio es el encargado de asegurar la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios a sus habitantes tratándose de predios que se encuentren por 
fuera del perímetro urbano o de servicios, como el rural objeto de su consulta, en cumplimiento 
de las funciones a su cargo en materia de servicios públicos domiciliarios, tal como lo establece 
el numeral 5.1. del artículo 5 de la Ley 142 de 1994. 
 

 
2. Respuesta a la inquietud: “2. El procedimiento legal para admitir nuevos usuarios en 

zonas rurales cuando hay documentación como licencias de construcción, pero no 
suficiencia técnica”. 

 
Ahora bien, el régimen de los servicios públicos domiciliarios no prevé un procedimiento de 
vinculación como usuarios y/o suscriptor para acceder a la prestación de los mismos, ante la 
entidad o persona que los suministra, así como para esta Superintendencia u otra. Sin embargo, 
el Prestador deberá tener en cuenta que el acceso a los servicios públicos domiciliarios es un 
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derecho constitucional no absoluto y dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 50 de la Ley 
1537 de 2012 y el numeral 3º del artículo 2.3.1.1.1. del Decreto 1077 de 2015.   
 
Además, se reitera que teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 25 y 26 de la Ley 142 
de 1994, es forzosa la obtención de los permisos y autorizaciones pertinentes para la prestación 
de los servicios públicos domiciliarios, consideramos relevante señalar que la competencia 
exclusiva en señalar cuáles son los permisos, licencias o concesiones que deben obtener los 
prestadores radica única y exclusivamente en cabeza de las autoridades correspondientes y no 
de Superintendencia. En ese contexto, el prestador de los servicios públicos domiciliarios deberá 
atender la normativa municipal, ambiental, técnica, así como, la normativa relativa a los permisos, 
licencias o concesiones que deben obtener y su costo. 
 
 

3.  Respuesta a la inquietud: “3. La viabilidad de prestar servicios provisionales o 
condicionados mientras se tramitan las concesiones”. 

 
En cuanto a estos servicios temporales, conforme con lo señalado en el artículo 2.3.1.1.1. del 
Decreto 1077 de 2015, se entiende que son prestados en razón de la celebración de un contrato 
de prestación que atiende a unas condiciones particulares, toda vez que, si bien se trata de la 
prestación de un servicio público domiciliario, solo cuando concurren algunas características 
específicas, así: (i) el servicio se presta de forma temporal; (ii) el servicio se presta para un 
proceso de construcción o un evento autorizado por la autoridad competente; (iii) la prestación 
tiene unos destinatarios específicos, es decir, se trata de usuarios ocasionales; (iv) la duración 
máxima del servicio temporal no será superior a un año, aunque puede ser prorrogada a juicio 
del respectivo prestador.  
 
 

4. Respuesta a la inquietud: “1. La actualización tarifaria y mecanismos de recuperación 
de cartera ante usuarios no suscritos que utilizan el servicio”. 

 
La Comisión de Regulación expidió las Resoluciones CRA 688 de 2014 y CRA 825 de 2017, 
compiladas en la Resolución CRA 943 de 2021, depurada y actualizada por la Resolución CRA 
999 de 2024, mediante las cuales se fija la metodología tarifaria general para determinar los 
costos económicos de referencia para los servicios públicos domiciliarios de acueducto y 
alcantarillado, las cuales deben ser aplicadas por las personas que presten estos servicios 
públicos dependiendo del número de suscriptores que atienda. Las metodologías tarifarias 
señaladas clasifican los costos que se requieren para prestar los servicios públicos domiciliarios 
de acueducto y alcantarillado y podrán ser actualizadas conforme lo establecido en los artículos 
125 y 126 de la Ley 142 de 1994. 
 
En este sentido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley 142 de 1994, durante 
el período de vigencia de cada fórmula, las empresas podrán actualizar las tarifas que cobran a 
sus usuarios, aplicando las variaciones en los índices de precios que las fórmulas contienen, esto 
es que, las nuevas tarifas se aplicarán a partir del día quince (15) del mes que corresponda, cada 
vez que se acumule una variación de, por lo menos, un tres por ciento (3%) en alguno de los 
índices de precios que considera la fórmula. 
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Ahora bien, en lo relacionado con el cobro de cartera, debemos indicar que de conformidad con 
lo señalado en el artículo 130 de la ley 142 de 1994, la factura de servicios públicos expedida por 
la empresa y firmada por su representante legal presta merito ejecutivo; y las deudas que se 
deriven de la misma, podrán ser cobradas por el prestador, mediante proceso ejecutivo ante la 
jurisdicción ordinaria o ante la jurisdicción coactiva para el caso de las empresas industriales y 
comerciales del Estado y los municipios prestadores directos.  
 
La competencia para tramitar y conocer del proceso de cobro por la facturación de servicios 
públicos que se encuentre en mora, la determina la naturaleza de la empresa (pública oficial, 
mixta o privada).  Pues, tratándose de empresas de servicios públicos oficiales, mixtas o privadas, 
la competencia para conocer del proceso ejecutivo será exclusivamente de la jurisdicción 
ordinaria. Mientras que, las empresas industriales y comerciales del Estado, y los municipios 
prestadores directos del servicio, podrán elegir entre dos alternativas para el cobro de su cartera 
morosa, esto es, a través de proceso ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria, o a través del proceso 
de cobro coactivo ante la jurisdicción coactiva, a su elección. En todo caso, para el efecto, serán 
aplicables las normas que regulan la materia y que se encuentran contenidas en el Código Civil 
y el Código General del Proceso. 
 
Además, es relevante indicar que la defraudación de fluidos es un incumplimiento del contrato de 
servicios públicos que puede dar lugar a la terminación del contrato. Además, es un delito 
contemplado en el artículo 256 de la Ley 599 de 2000, por lo que los prestadores podrán adelantar 
la acción penal por defraudación de fluidos y las actuaciones correspondientes con el fin de 
buscar el pleno resarcimiento económico por los perjuicios derivados de cualquiera de esas 
conductas 
 
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía 

un sitio de consulta al que usted puede acceder en la dirección electrónica 

https://www.superservicios.gov.co/Normativa/Compilacion-juridica-del-sector, donde encontrará 

la normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, así como los 

conceptos emitidos por esta entidad.  

Cordialmente, 

 
 
 

MARÍA CAMILA LOZANO MARTÍNEZ 
Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (E) 

 
 
 


